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La calificación del acuerdo jurídico como 
tratado internacional y sus repercusIones 
respecto del Código Civil 

El3 de enero de 1979, la Santa Sede 
y el Gobierno español fi rmaron el 
Acuerdo sobre asuntos jurídicos. Este 
cauce permi tiría precisar el sistema 
matrimonial en lo que al matrimonio 
canónico se refiere, modalidad que, 
como una de las formas de matrimo­
nio, la ley se comprometía a regular 
por exigencia consti tucional. 

A este compromi o responde la Ley 
30/198 1 de 7 de julio, por la que se 
modifica el régimen del matrimonio en 
el Código Civil. Sin embargo, la redac­
ción legal, además de contener impor­
tantes contradicciones, separa la regu­
lación del matrimonio canónico de lo 
convenido en el Acuerdo sobre asuntos 
jurídicos ('). 

La ex istencia de puntos de fricción 
entre los textos citados, crea una incer­
tidumbre a la hora de aplicar uno u otro 
a un caso concreto. Es por ello necesa­
rio encontrar un principio en donde po­
der sustentar las re lac iones entre 
Acuerdo jurídico y Código CiviJ . Me­
diante éste, se podrá determinar las 
normas que se van a aplicar en caso de 
confl icto, salvando así las dudas y per­
plejidades que la coexistencia de am­
bas redacciones suscitan. En mi opi­
nión, el único principio que permite re­
olver los eventuales problemas que 

puedan derivarse de la aplicación de los 
mencionados textos es el de jerarquía 
nonnativa. 

JOSÉ MANUEL S ÁNCHEZ P ATRÓ ! 

y como premisa. para poder con­
cretar cuál es la norma prioritaria , es 
preciso deli milar previamente la natu­
raleza jurídica del Acuerdo. 

Este Acuerdo, al ser realizado entre 
sujetos con personalidad juríd ica inter­
nacional (Estado español y Santa Sede), 
adquiere el rango de tratado internacio­
nal. Cuestión que a pesar de estar supe­
rada por la generalidad de doctrina e), 
aún subsisten opi niones discordantes 
que rechazan la anterior consideración 
e). Esta afinnación, viene avalada por 
una circular de la Dirección General de 
Registros y del Notariado. En esta Cir­
cular se le aplican al Acuerdo Jurídico 
los arrículos 1.5 del Código Civil y 96 
de la Constitución, referido ambos a 
los tratados internacionales (') . 

En este mismo sentido. son de des­
tacar algunas re oluc iones de l1ue tro 
Tribunal Supremo que corroboran, i 
bien indirectamente, la anterior apre­
ciación (5). A pesar de la valía de éstas, 
la brevedad a la que debe responder el 
presente trabajo, obliga a ocuparme en 
mayor medida de una sentencia del 
Tribunal Constitucional que a mijuicio 
es de uma importancia. Este interés se 
comprende, de un lado, por la inciden­
cia en lamateria objeto de anális is y de 
otro, por la relevancia que la resolu­
ciones de este Tribunal tienen en nues­
tro ordenamiento. 

Univer idad de Cádiz 

e) ESlimo de inl eré~ hacer mención 
a dos nota" verbales enviadas por la 
Santa Sede, a Iravé~ de MI uncia­
tura Apostólica en Madrid. ESlas. 
recogidas en la prensa, cons idera­
ban que el Proyecto Ord6,iez, ¡"í 
como ta Ley de Rcfonna viotaban 
et Acuerdo Jurídico: id. Diario e l 
Pars, Madrid, 25 de ju lio de t981, 
pág. t6. 

(') Entre otros aulores cabe mencio­
na r a los igu iemcs: vid. DfEZ 
PICAZO, L. , El s;slemo matr;mo· 
nial y los Acuerdos elltre la Sama 
Sede y el Estado eSiJoñol. en" ursa 
de Derecho Malrimonia l y Procesa l 
Canónico para profesionales del 
Foro", 4, Satamanea, t 980. pág. t 2; 
GARRIDO FALLA, F., El ort;("lI lo 
16.3, en "Comcl1Iario a ta Consli­
lUción·'. Madrid. 1980. pág. 203; 
FERRER ORTIZ. J., El mOlr;mo,,;o 
canónico CIl el ordc llomiemo espll­
¡jol. Pa mpto na, 1986, pág. 47: 
PRIETO SANCI-IIS. L.. La re/l/­
ciones Igle,\'ül-Eslndo a la fu: de la 
IIlle\"O COIzstitución: problemas 
fundamelltales , en ··La Constitución 
española de 1978'·, Madrid, 1981. 
p:\g.344. 

('l JORDANO se encuenlra entre los 
autores que niegan el rango de trata­
do internacional al Acuerdo jurfdi­
co. limitando ~u alcance al de un 
mero compromi o que obliga al E -
lado a un nuevo desarrol lo legislati­
vo ulterior; vid. JORDANO, J.E .. El 
"lIevo sisrema mtllrimolJial espmiol, 
en ··ADC", 198 1, pág. 909. 
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(') Esta afimlación es fáci lmente 
extrapolable de la Circular 1512 O 
de la D.G.R.N. En é la, por aplica­
ctón del Acuerdo j urídico se dero· 
gan los articulos 77 ) 78 de t Código 

ivil. bta derogactón pone de ma­
nifielito la supremacía de l Acuerdo 
' obre el citado c uerpo legal. Para 
proceder u la referida derogación se 
hace uso de l artfculo 1.5 del Código 
Civtl y 96 de la Constitución, pre· 
ceptos que se ocupan expresamente 
de la eficacia de los tratados inlcr­
nactonates. De todo ello se deduce 
la posltlra mantenido en el leXIO. 

Asimismo. debe mcm;lonarse la re­
solu ión 2/1 1/8 1 del mi, mo órgano. 
De éSla puede obtenerse la anterior 
coneJu ión, si bien en unos tém1i­
nos más vagos e impreci os. 

(' ) Vid. Auto det TS de 13 de enero 
de 1983; vid . STS de 12 de diciem­
bre de 1980: vid. ST de 3 de di · 
c iembrede 198 1. 

(,,) Vid. STC de 12 de diciembre de 
1982 (n. 66, f.j. 5.' ). 

e) Art . 65 C.E. de 193 1: ' 'Todos lo. 
Convenios Internacionales ratifIca­
do ... e in eri lo .. . se considerarán 
parte constitutiva de ta Legistación 
I!spnñola, que habrá de acomodar e 
a lo que en aquellos se disponga". 

( ) En e,te sentido, vid: ST de 7 de 
mayo de 1960. Rep. N . n.· 2 131 : 
STS de 17 de diciembre de 1968. 
Rep. Ar. n.' 573 1; STS de 15 de 
enero de 1970. Rep. Ar. n.' 130: STS 
de 25 de j unio de 1973. Rep. Ar. n.' 
2849 y nP 3244; STS de 8 de febre­
ro de t974. Rep. Ar. n.O 441. 

(') El citado dictamen del Consejo 
de Estado de 25/09/58 afirmaba que: 
"En caso de oposici n entre preccp­
lo~ de un Convenio Inlernacional y 
los de cualqu ier nonna inlema han 
de prevalecer aquell os sobre estos". 

('') Art. 6.1. Anteproyeclo de la CE 
(5 de enero de 1978): " Los tramdos 

¡ l ll\,I Hdt...I V l h.U\'; :' "'an1J1&¡lit:¡ i l~ .... t: i.~­

brados lendrán, una vez publicados, 
jerarqufa superior a la de las ley oo. 

(") En es te sentido conviene hacer 
referellcia. a las crfticas de lo pro­
fesores GA RCÍA DE ENTERRIA 
Y GA RRIDO FALLA sobre la je­
rarqura supro legal de los tratados 
inlernacionales en el Anteproyecto 
consl.itucional de 5 de enero; vid. 
Diario el Pars. Madrid, 18 de ellero 
de 1978, pág . 9. 
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Según la citada sentencia (6) , el 
Acuerdo juríclico ti ene rango de tratudo 
internacional. De este modo se despe­
jan todas la ' el udas sobre la calificación 
jurídica del Acuerdo. Como prueba de 
ello, el a]¡o Tribunal incluye al Acuer­
do jurídico en el <l ri Ículo 94 de la Cons­
¡iIUción, precepto que enumera los tra­
tado internacionales que requieren para 
su celebrac ión "la previa autorización 
de las Cortes". 

Admi tido sin pal iativos el rango de 
tratado internacional que el Acuerdo 
jurídico ostenta, cabe preguntarse cuál 
es el tratamiento que reciben estos tra­
tados en el Derecho intemo. Sólo así, 
se podrá concretar el lugar que ocupan 
en nuestro ordenamiento. 

Sin embargo, esta labor de delimi­
tación, se enfrenta con la indefinición 
del tex to const itucional al no fija r la 
posición de los tratados en el sistema 
de ruentes. Esta imprecisión impide, de 
momento. llegar a una conclusión acer­
ca de la prevalencia o no del Acuerdo 
(como tratado) sobre el resto de las nor­
mas jurídicas. 

En nuestro derecho histórico más 
inmediato. encontramos precedentes 
que son mucho más clarificadores al 
respecto. Así, la Constitución española 
de 1931 n, afmnaba con rotundidad la 
primacía de las norma de derecho in­
lernacionaJ sobre las de derecho inter­
no. En esta misma dirección apuntan 
ll1ultil'ud de sentencias del Tribunal 
Supremo (8) sobre las líneas marcadas 
por el Consejo de ESlado en su dicta­
men ele ¿) <le sepuembre de j)l)~ (' J. 
Sin abandonar es ta trayectoria , el 
Anteproyecto de la actual Consti tución 
afirmó tajantemente la supremacía de 
los tratados intelllacionales sobre las 
leyes ('0). 

La redacción defi niti va, sin embar­
go, no Uegó a ser tan precisa y tenni­
nante. La existencia de posturas en­
frentadas en los trabajos preliminares 
truncó las aspiraciones del dictado ini­
cial ("), para adoptarse finalmenle un 
cri terio impreciso y ecléctico. Según 
éste, "Los tratados internacionales ... 

fonnarán pane de nuestro ordenamiento 
intemo" (' 2). La eva ividad del precep­
to ha servido para que algunos autores 
nieguen la supremacía de los tratados 
sobre las leyes (IJ). Otros, en cambio, 
se han esforzado por segui r mantenien­
do la uperioridad jerárquica de aque­
llos ("), basándose para ell o, en el 
apartado primero del artícu lo 96 de la 
vigel1le Constitución. En conformidad 
con este anículo, las di sposiciones de 
los tTatados: "Sólo podnín ser deroga­
das, modificadas o suspendidas en la 
forma prevista en los propios tralados o 
de acuerdo con las nonnas generales 
del Derecho Internacional". El artícu lo 
96 excluye, por tanto, que el conteni­
do de los tralados pueda ser vulnerado 
por disposiciones legislati vas en con­
trario. 

Recientemente el Tribunal Supremo, 
sin renunciar a sus precedentes jurispru­
denciales, se ha pronunciado en idénti­
cos términos (' l). De la misma manera, 
el Tribunal Constitucional ha estable­
cido en una sentencia de 199 1 que en 
caso de contradicción entre tratado y 
ley se optará por el primero ('6). 

La posición mantenida por el máx i­
mo intérprete de la Constitución en fa­
vor de la primacía de los tratados, ade­
más de resolver la polémica existente, 
pennite ofrecer una imponante conclu­
sión: el Acuerdo Jurídico, como tTata­
do Internacional, prevalece sobre el 
Código Civil. Ello significa que el 
Acuerdo jurídico goza de una posición 
privilegiada en relación con el Código 
Civil, anteponiéndose su disposiciones 
a las de é te último. 

Sin embargo el Acuerdo jurídico, 
como lralado intemacional , debe supe­
rar indefectiblemente una serie de re­
quisitos establecido por nueslro Dere­
cho. En el momento que esto se pro­
duzca, la nonna intemacional se inte­
grará en el ordenamiento desplegando 
en ést.e todos sus efectos. Según el artí­
culo 96 de la Consti tución, los tratados 
en cuestión deben haber sido válida­
mente celebrados y publicados oficial­
mente en España. 



El Acuerdo Jurídico, cumple ambos 
requisitos. El primero de ellos se tradu­
ce a su vez en dos ex igencias. La prime­
ra obliga a revisar los tratados en caso 
de que éstos contengan estipulaciones 
contrarias a la Constitución. La necesi­
dad de acomodar previamente el conte­
ni do de los tratados al articulado de la 
Constitución, excluye cualquier discu­
sión acerca de la primacía de una fuen­
te sobre la otra. La Constitución, en base 
a lo expuesto, prevalece sobre los trata­
dos internacionales. De este modo se 
termina por configurar el esquema je­
rárqu ico, encabezándolo la Constitución 
seguida de los tratados y las leyes. Al 
respecto, se podría esgrimir la dialéctica 
doctrinal mantenida por los autores. Sin 
embargo, creo que estas di scusiones 
están superadas, por lo que su exposi­
ción es, sin duda alguna, innecesaria. 

La segunda requiere de las Cc~rtes 

Genera les previa autorización para que 
el Estado pueda obl igarse prestando su 
consentimiento ("). 

Por lo que, se refiere al requisito de 
la publicación, la Constitución sigue los 
pasos del Título Preliminar del Código 
Civil ('8). Según ambos cuerpos nor­
mativos la publicación oficial ('9), de­
termina el momento en el que los trata­
dos van a formar parte del ordenamiento 
español ('0). 

Tal Y como se acaba de exponer, el 
Acuerdo jurídico respeta todos los re­
quisitos anteriormente expresados. En 
consecuencia, la aplicación del tratado 
es inmediata. El Acuerdo juríd ico, dada 
su especial posición jerárquica, se apli­
ca directamente y con carácter prefe­
rente a otras nornlas jurídica . 

Ahora bien, u aplicación efectiva 
dependerá de la naluraleza "se lf 
executing" de sus disposiciones. Es de­
cir, todos aquellos tratados cuyas di -
posiciones tengan esta naturaleza, po­
drán ser aplicados directamente por au­
toridades y Tribunales, sin necesidad 
de legislación interna que los desarro­
lle ("). De lo contrario, todas las nor­
mas que carezcan del referido carácter 
sólo podrán aplicarse una vez se hayan 

adoptado en orden interno la medidas 
legislativas oportunas. 

Como puede observarse, todas la 
cláusulas del Acuerdo que sean ,. elf 
executing" se aplicarán sin necesidad 
dedesarrolJo legislativo ullerior. En esta 
situación, la regulación del Código Ci­
vil se vería desplazada por la efectivi­
dad de la nom,a internacional, o lo que 
es lo mismo. el articulado de la ley ce­
dería ante las disposiciones in ternacio­
nales que gozarán de la mencionada 
parlicul aridad. Por tanto, los conflicto 
existentes entre ambas normas podrán 
ser superado no ólo por el carácter 
preferente de los tratados sino por la 
enlrada en juego de las cláusulas ,. elf 
executing". 

Con vislas a un inmed iato anál isis 
del Acuerdo, conviene señalar prev ia­
mente, qué criterio nos permite disti.n­
guir entre cláusulas "self executing" y 
"non self executing". El criterio defi ni ­
dor en uno y otro supuesto e encuentra 
en las medidas que las disposic iones de 
los tratados conlengan en sí mismas. 
Caso de ser suficientes para su efectiva 
acomodación, estas normas tendrán 
naturaleza "self executing". Al contra­
rio, si carecieran de este contenido el 
legislador interno se vería obligado a 
desarrollarlas para que tuvieran plena 
eficacia. ESle sería el ca o de las llama­
das cláusula "non self executing". 

La doctrina se ha di vid ido a la hora 
de concreta r la' naturaleza "se l f 
executing" del Acuerdo. Hay autores 
que rechazan e ta atribución por e ti­
mar que contiene lagunas, ofreciendo 
únicamente directivas o líneas de ins­
piración ('-1) . Otro , en canlbio, han de­
fendido este carácter considerando que 
la redacción del Acuerdo es lo sufi­
cientemente precisa como para aplicar­
la sin necesidad de desarrollo legal o 
reglamento alguno ( 3). 

En mi opi nión, la natura leza del 
Acuerdo Juríd ico, sólo se puede deter­
minar mediante un pormenorizado 
análisis exegético de su articulado y no 
del tratado en su conjunto. Ello se debe 
a que pueden exis tir artículos cuyo 

t ") Art. 96.1 CE: "Los tratados ln­
ternacionale~ válidamente celebra­
dos. una ez publicados oficialmen­
te en EspaJia. formarán parte del 
ordenamiento interno. Sus dispo i­
c iones s610 podrán er derogadas. 
modificadas o su pendidos en la 
fonna prevista en los propios trata­
dos o de acuerdo con las nonnos del 
Derecho internacíonal". 

(") Vid. GARCíA ENTERRIA, E., 
Curso de Derecho administrativo, 
Madrid . 1990 (Reimpresión), pág. 
172; GARRIDO FALLA, F. , Tra­
tado de Derecho admini IrariWJ , 1, 
Madrid. 1989, págs . 229 y". 

(") Vid . RODRíG UEZ CARRIÓ , 
A.J. . Lecriollcs de Dereclrn ¡me/"­
/lociollol públi ro. Madrid. 1990. 
págs. 25 0 y ss.; PASTOR 
R rDRUEJO, LA .. Curso de Dere­
cito imernacional público, Madrid , 
1989. págs. i82ys .; J USTERUlZ, 
L, El Derecho i/lle/'llaciollol públi­
co en la COflsrillldó" espmiola di' 
1978. en "A Dl". 4, 1977-78, págs. 
43 y ss.; DiEZ DE VELASCO, M .. 
InsJitucioncs de Derecho internll­
ciollal, Madrid . 199 1, págs. 188 y 
ss. 

(") Vid. STS de 22 de l11ayo de 1989. 
Rep. Ar. n." 3977. 

(lb) Vid. STC de 14 de febrero de 
199 1 (n"2 . f.j. S·). 

(17) En esle semido, me rece lraer a 
colación la semencia del T.C. del 12 
de Noviembre de 1982, c itada al 
inicio de este trabajo, en el que e 
incluye al Acuerdo J uríd ica entre los 
tratados que requ ieren para su cele­
bración la. prel/¡a aUlOrizaciólI de las 
Canes (artículo 94 de la ConSlitu­
ción). En cumplimiento de e.<¡ la pre­
visión, el illSlmmen to de rati ficación 
del Acuerdo fu e aprobado por el 
pleno del Congf"o de los Diputa­
dos el 13 de septiembre de 1979 con 
293 votos a favor, 2 abstenciones y 
2 en ConlCa y e l 30 de octubre por el 
Senado con 186 votos a favor, 1 
abstención y I en contra. 

(") A.rl. 1.5 C.C. : " La nonna juñ­
dicas contenidas en los traLados in­
temacionales nO serán de aplicación 
direc ta en España en tanto 110 hayan 
pasado a formar parte del ordena­
miento interno medianLC su publi­
cación íntegra en el Boletín Oficial 
del Estado". 

(lO) El Acuerdo Jurídico aparece pu­
blicado en el Boletín Oficial del Es-
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IOdo el 15 de diciembre de 1979. 
con ' 1 número )00. 

( Vid. DíEZ DE VE LASCO. M., 
Op. cil. , pág. 197. 

(1I) Vid. RODRiGUEZ CARRIÓ '. 
A.J., Op. cit., pág. 254 . 

(") id .. po r ejemp lo. DíEZ 
PICAZO, L.. Op. cil., p,1g. 11. 

(" ) Vid., entre otros, REM IRO, A .. 
La aplicación de los 'ratados imer~ 
Nacionales el! el Derecho l!fpaiiof, 
en "La Ley", 1982, 4, págs. 1210 Y 
ss. 

(") An. 6. 1. Acuerdo Jurídico: "El 
Estado reconoce lo efectos civiles 
al m~rrimonio celebrado >egún la 
nomUlS del Derecho Canónico. Lo 
efectos civiles del matrimonio ca­
nónico se: producen desde su cele­
bración. Para el pleno reconoci­
miento de los mismos. !\cr.1 necesa­
ria la inscripción en el Registro Ci­
vi l, que se practicará con la simple 
presentación de cenificación ecle­
iásl ica de la cxi tencin del matri­

monio", 

(") En relación con el parrafo pri­
mero del articulo sexto, el Protoco­
lo final del Acuerdo establece que: 
"In mediatamente de celebrado el 
matrimonio canónico, el sacerdote 
ante el cual se celebró entregará a 
los esposos la certi fi cación ec le­
Siást ica con los daros exigidos para 
su inscripción en el Registro Civil. 
Y, en todo caso. el párroco en cuyo 
territorio parroquial se celebró el 
matrimonio, en el p]uno de cinco 
días, transmitirá al encRrgado del 
Registro Civil que corresponda el 
ACla del matrimonio canón ico para 
su opoJ'luna inscripción, en el su­
puesto de que ésta no se haya efec­
tundo ya n instancia de las partes 
interesadas". 

("') Vid. FERRER ORTIZ. J., 01'. 
cit.. pág. 52. 
(-') Art. b.l. Acuerdo Jurídtco: "Los 
contmycntes. a tenor de las disposi­
ciones del Derecho Canónico, po­
dr~n acudir a los Tribunales Ecle­
siásticos solicilnndo declaración de 
nulidad o pedi r dec isi6n ponti ficia 
sobre matrimonio ralo y 11 0 consu­
l1l<.ldo. A solicitud de cualqu iera de 
las partes, dichas rcso[uciones cele­
iáslicas tendrán eficacia en orden 

civil si se declaran ajustadas al De-
recho del Estado en resolución dic­
tada por el Tribunal Civil comp -
lente". 
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contenido se pueda'aplicardirectamen­
te (cláusul as "self executing") y otros, 
donde esto no sea posible (cláusulas 
"non elf exculing"). 

En lo que concierne al anículo sex­
to, a su vez. es necesario hacer Wla dis­
tinción enlre sus distintos apartados. El 
pri mer párrafo de este artícu lo trata so­
bre el reconocimiento civil del matri­
monio celebrado egún las nonnas del 
Derecho canónico (24). Aunque su con­
tenido es muy genérico, no existen ra­
zone para pensar que deba ser com­
pletado por la legislación interna. Este 
precepto se encuentra minuciosamente 
desatTollado en el Protocolo fi nal del 
Acuerdo (25), mención que explica esta 
aparente generalidad. Difíci lmenle se 
pod ía haber exigido a la nonna intema­
cional una mayor escrupu losidad a la 
hora de indicar quién eXliende la certi­
ficación eclesiás li ca, cómo e traslada 
al Registro y cómo se procede a su ins­
cripción (26) . 

Por ello, se puede afinnar sin nin­
gún género de dudas, que el primer 
apartado del artículo sex to, ayudado del 
Protocolo final de l Acuerdo, tienen la 
consideración de nonna "self executing". 

El párrafo segundo ( 7), a estos 
efectos, es aparentemente más impre­
ciso. Ello se explica por la existencia 
de expresiones poco concluyentes como 
la del "ajuste al Derecho del Estado en 
resoluc ión dictada por el Juez Civil 
competen le". La existencia de nocio­
ne poco precisas, como la que acaba­
mos de citar. {l uiz.ás. ,puedaju tificar 
una virtual remisión a la legislación or­
dinaria. Sin embargo, esta se debería 
producir por un lnterés estrictamente 
aclarativo y nunca por una necesidad 
de de arro llo, como el legislador ordi­
nario pretende. Por tanlo, no existen 
moÚvos para rechazar la naturaleza 
"self executing" de este egundo párra­
fo , a pesar de las pos i bIes remisiones 
que se puedan llevar a cabo en el senti­
do descrito con anterioridad. 

Hasta este momento, se han expues­
to los medios necesarios para afrontar 
los problemas planteados al inicio de 

este estudio. Es decir, la existencia de 
confli ctos entre el contenido del 
Acuerdo Jurídico y del Código Civil. 
Se llega, pues, al punto en donde se ha 
de examinar el contenido de ambos 
textos con el fin de descubrir las difi­
cu ltades que impiden una pacífica co­
ex islencia entre sus redacciones. De este 
modo, se resolverán los inconvenientes 
que surjan a medida que avancemos en 
este anál isis, para darles, haciendo uso 
de los instrumentos jurídicos propues­
tos, una respuesta satisfactoria. 

El anículo sexlO y el Protocolo final 
del Acuerdo, compromete al Estado 
para que éste reconozca, al matrimonio 
celebrado según el Derecho canónico, 
efeclos civiles. Estos efeclos se produ­
cen desde su celebración, el párroco 
entregará a los espo os la certi ficación 
eclesiástica con los datos ex igidos para 
su inscripción. Sólo cuando la inscrip­
ción se produzca, se le reconocerá ple­
nos efectos civ iles al matrimonio canó­
nico. Si los cónyuges no entregan la 
certificación, aún es po ible la inscrip­
ción con la entrega por el párroco del 
acta del malrimonio celebrado. En últi­
ma instancia, caso de no inscribir e, el 
Estado atribuye al matrimonio unos 
efectos más restringidos, a la vez que 
ambiguos, a fin de proteger los dere­
chos adquiridos por terceros de buena 
fe que confiaron en su apariencia. 

La Ley 30/1981 de 7 de julio, e 
limita a reproducir en los artícu los 60 
('8), 61 (29) Y primer párrafo del 63 (lIl) lo 
establecido en el artículo sexto del cita­
do ACllerno .Iurírlico. El l <'a': i~ lador. en 
los referidos artículos, no introduce 
cambio alguno sobre lo descrito en el 
Tratado. No obstante, el mismo anícu­
lo 63 "in fine" el) recoge una serie de 
limitaciones que merman considera­
blemente el alcance de lo preceptuado 
por el Acuerdo. 

Este menoscabo se produce, por su­
peditarse la inscripción del matrimonio 
a la ob ervancia de todos los requisitos 
que para u validez se exigen en el Tí­
tulo IV ( 2) del Código Civil. De este 
modo, se está obligando a cumplir con 
la regulación civ il del matrimonio al 



que lo haya contraído canónicamente. 
De llevarse a cabo esta ex igencia, la 
modalidad civil del matrimonio sust.i­
tuirÍa a la canónica, conculcando cual­
quier posibilidad de apl icar a esta últi­
ma el Derecho canónico. De esta afir­
mación se obtienen dos conclusiones: 

En primer lugar, la existencia de 
importantes contradicciones entre éste 
y otros preceptos del Código Civil. El 
altÍculo 49 (JJ) reconoce distintas posi­
bil idades de contraer matrimonio, ame 
el Juez Civil o "en la forma religiosa 
lega~nente prevista". Aunque el reco­
nocimiento de esta última modalidad 
dependerá de "los télminos acordados 
con el Estado", con cada una de las 
confesiones inscritas "o, en su defecto, 
autorizados por la legislación de éste" 
(J4), en ningún caso se podrá llegar a 
suplantar completamente la normativa 
de estas confesiones por la regulación 
civil , como al parecer pretende el artí­
culo 63 "in fine". 

En segundo lugar, de llevarse a cabo 
en toda su extensión la sustitución nor­
mativa a la que me he referido líneas 
atrás, se vaciaría de lleno no sólo el 
contenido de muchos artícu los del Có­
digo Civil, sino que se afectaría a la 
propia Constitución. Concretamente, 
este es el caso del artículo 32, que en su 
segundo inciso se refiere a "las formas 
de matrimonio" (35). Aunque la redac­
ción constitucional no es lo suficiente­
mente clara, no cabe duda de que la 
"nonna suprema" ha querido introdu­
cir en nuestro Derecho distintas moda­
lidades de celebración. Por consiguien­
te, si lo anterior fuese cierto, se estaría 
ante una posible inconstitucionalidad 
del artículo 63 "in fine", así como su 
manifiesta incompatibilidad con el 
Acuerdo Jurídico. 

La redacción del párrafo segundo del 
artícu lo sexto del Acuerdo es causa, 
igualmente, de importantes confusiones 
en la nonnativa civil, porque en este 
apartado se admite la eficacia civi l de 
las sentencias canónicas sobre nulidad, 
así como las decisiones sobre matrimo­
nio rato y no consumado. La acogida 
legal de estas resoluciones, tanlpoco es 

satisfactoria. Se da un tratamiento in­
suficiente y equívoco que separa sens i­
blemente la regulac ión de la norma in­
ternacional con la e tata!. Si bien, la 
redacción de la primcra no es lo ufi ­
cientemenle prolija, la legislación in­
terna hace de ésta una interpretación 
restrictiva y difíc i Imente concil iable con 
el espíritu de la misma. 

Como ejemplo de lo expuesto, son 
los artículos 73 .3 e") y 78 (37) . En am­
bos preceptos, se declara la nul idad de 
cualquier matrimoni o, con indepen­
dencia de su fonna, que e haya con­
traído "sin la intervenc ión del Juez o 
funcionario an te quien deba celebrarsc, 
o sin la de los testigos". En este mis­
mo sentido, el artícu lo 78 vuelve a su­
brayar la nulidad de todo matrimonio 
que se haya contraído en las mismas 
condiciones descritas por el artículo 
anterior. 

El cumplimiento de ambos precep­
tos resulta imposible, porque de admi­
tirse el mandato legal t.odos los matri­
monios celebrados canónicamente se­
rían nulos. El matrimonio religioso se 
celebra ante el mini stro de la confes ión 
de que se trate, nunca ante un Juez Ci­
vil (que es al que verdaderamente está 
haciendo referencia el precepto) o fun­
cionario público. 

De nuevo asistimos a una manifies­
ta intromisión de la legislación civil en 
la religiosa, que no es otra cosa , que un 
fallido intento del I.egislador estatal por 
controlar la celebrac ión de cualquier 
fOIl11a de mau·imonio. Haciendo uso del 
mismo razonamiento an terior, las con­
secuencias vuelven a repetirse; contra­
dicción con otros precepto de l Código 
y supuesta inconstitucionalidad de los 
artícul os 73.3 y 78. 

El artícuJo 80 ('8) del Código Civ il 
es el que ha dado lugar a mayores dis­
cusiones en nue tra doctrina. Este pre­
cepto, prácticamente repite lo de crito 
en el apartado del Acuerdo que hemo 
analizado. La resoluciones canónicas 
sobre nulidad así como las de disolu­
ción, tendrán eficacia civil si se decla­
ran ajustadas al Derecho estata l. 

("') An. 60 C.C.: "Et matrimonio ce­
lebrado seglín In!) normas del Dere­
cho canónico o en cua lqu iera de la.;; 
formas religiosils prev istas en el ar­
Ifcu lo anterior produce e leCLO~ civi­
les. Para el pleno reconocimiento de 
los mbmos se estará a lo dIspuesto 
en el capftulo sigu iente", 

(29) A rt . 61 e.c. : "El matrimonio 
produce e rectos t:ivile~ desde ~1I ce­
lebración. Pma el pleno reconoci­
miento de los mismo~ sera· necesa­
ria ~ 1I inscripcl6n en el Registro Ci­
vil". 

(JO) Art. 63 C.C .: "La inscripci6n det 
matrimonio ce lebrado en España en 
fomlO\ retigiosa se prac lic~ rá con la 
si mple presenlación de ta cenifi ca­
ción de ta Ig lesia o confesión re'­
pectiva, que habrá de expresar las 
circunstancial; ex igidas por la legis­
lación de l Registro Civi t ... 

(JI) An . 63 in fine C.C.: "'Se denega­
r:\ la práctica del asiento cuando (ic 
los docllmentos presentados o de tos 
asientos del Reg istro conste yue el 
mntrirnonio no reúne los requi ~ ilOs 

que para su validez se ex igen en este 
IÍluto". 

(l2) Hay que tener en cuenta qlle en 
el tíluto IV det Código ivi t se re­
gula toda la institución del maLri­
moni o. Por t3nto, el lcgi ~ lador civi l 
está obligando 31 mal rimon io can6-
nico :J respetar inlcgrarnclltc la re­
gulaci6n civit det matrimonio. 

(,') Arl. 49 C.C.: "Cualquier españot 
podrá contraer matrimonio dentro o 
fuera de España: t .. Ante el Juez o 
funcionario señatado por este C di­
go. 2o 'En ta fomH\ retigiosa legat­
ment e prev ista. Tam bién podrá 
cont raer matrimonio fuera de Elipu­
ña con arreg lo a la [onn a establecl­
d" por ta tey det t ugar (le celebra­
ción", 

(") Arl. 59 C.C.: "'El cun~cn l i mien lo 

matr imonial podrá prc 'tarse en la 
fOnTI ¡1 previ sta por una confesión 
religiosa in crila, en los términos 
acordados con el Estado o, en su 
defecto, aUlorizado por la legi la­
c ión de éSle". 

(") Arl. 32.2 CE: "La tey regu tará 
la formas de matrimonio. la edad y 
capacidad para contraerl o, los dere­
chos y deberes de tos cón IIges, tas 
causas de separación y disotución y 
sus efectos". 

(36) A lenor de eSlc an iculo, es nuto 
"cuatquiera que sea la foml. de ce-
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Jebraci6n", el matrimonio que "se 
contraiga sin la intcrvenci n del Juez 
o funcionario allle quien deba cele­
brarse, o sin la de los testigos". 

e") Siguiendo los pasos del anfculo 
73.3 en éste: "El Jue¿ no acordará In 
nulidad de un matrimonio por de­
feclo de fonna. i al menos uno de 
lo. cónyuges lo contrajo de buena 
fe. salvo lo dispuesto en el mímcro 
3 del . rt rculo 73". 

(") An. 80 c.c.: "las resoluciones 
dictada~ por los Tribuna les ecle­
siásticos sobre nulid:1d de matrimo­
ni o canónico o las deci sion es 
pontificias sobre matrimonio rato y 
no con umado t.endrán eficacitl en 
el orden civil, a solicitud de cual­
quiera de las panes. i se declaran 
ajustados al Derecho del E tado en 
resolución dictada por el Juez Civil 
competente confonne a las condi­
ciones a las que se refiere el aníc ul o 
954 de la Ley de Enjuiciamiento Ci­
vi l". 

(" ) El ar\. 954 L.E.C.: "S i no 
estu viere en ninguno de los casos de 
que habl an los tres art.fculos que an­
teceden , las ejecutorias tendrán 
fuerm. en España si reúnen las cir­
cunstancias siguientes: l.a Que la 
ejecutoria hayn sido dictadn a con­
secuencia del ejercicio de una ac­
ción personal. 2.' Que no haya sido 
dictada en rebeldfa. 3.' Que la obli­
gación para coyo cumplimien lo se 
haya procedido sea Irci ta en España. 
4,' Que la cana ejecutoria reúna los 
re<luisitos necesarios en la nación en 
que se haya dictado para ser consi­
derada como autént ica, y los que las 
leyes españolas requieren parol que 
haga fe en España". 

(oo) Vid.LÓPEZARANDA,M"ws 
relaciones nwtrimoniales cQmi1¡icQs 
y su ajuste al Derecho del Estado, 
en "Revista de la Facultad de Dere­
cho de la Uni cr idad de Granada", 
n." 10. 1986, pág. 148: ZARRA, 

LUQU J, L., El matrimonio civil y 
Jos Acuerdos eDil la Stmta Sede, en 
"RGD", tomo XLV, n" 536, 1989, 
págs. 2699 y 2700; PEÑA Y AÑEZ, 
c.. El juicio de refollocimielllo de 
resoluciones eclesiáslicas. en "le ", 
vol. XXJV, n." 47, 1984, págs. 370 
y 37 1. 

(") Más aún, sigue diciendo el Tri­
bunal "y ni siqu iera precisa la de 
mérito de la dec laración de ser ajus­
tada al Derecho del Estado, que, para 
otras resoluc ionc~.:; dictadas por los 
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Sin embargo, el legi ladorordinario 
no se confonna con reproducir el texto 
del Acuerdo, éste aprovecha la indeft­
niclón de un concepto, el del "aj uste al 
Derecho del Estado" para recortar de­
cididamente el alcance civil de estas 
resoluciones. Esta restricción se produ­
ce al rem il ir el mencionado ajuste, a las 
cond iciones del atticulo 954 de la Ley 
de Enjuiciam iento Civil (39), que se 
ocupa del ll amado procedimiento de 
execuatur, conducto marginal previsto 
en nuestra legislac ión, para la recep­
ción de sentencias dictadas por tribu­
nales extranjero. El legislador con esta 
interpr tac ión unilateral consigue aca­
bar con la lndetetminación de la norma 
para, de este modo, alvar la integridad 
de la jurisdicción estatal en detrimento 
de la canónica. 

Este procedj miento no parece ser el 
adecuado para dar respuesta al ajuste 
pretendido por el Acuerdo. Esta afir­
mación se enCllentra fundamentada en 
una serie de razones esgrimidas por un 
sector de la doctrina ('0) . Razones que 
por est imarlas decisivas se pasan a 
enumerar seguidmnente: 

a) el procedjmiento de execuaturestá 
pensado para la recepción de senten­
cias de países extranjeros. La Iglesia 
Católica. en ningún caso puede tener 
tal consideración, al carecer de un ele­
mento indi spensable: el de la terri ­
¡ialidad. Además, el Tribunal Supremo 
ha rechazado la calificación de la juris­
dicc ión extranjera en varias de sus sen­
tencias, siendo la más reciente, la de 13 
np e npl"() nf> 1 QR~ -Pn pc;: 1 ~ ¡;:p :l firm ~1 (n ,,,. 

el execuarur "se refiere a las sentencias 
de J.os Tribunales de carácter laico y 
marerial... y los de la Iglesia Católica, 
sean eJe l país que sean, no tienen carác­
ter de ex tranjeros" (41). 

b) Este procedimiento tiene un ca­
rácter subsidiario aplicándose sólo en 
los ca os en que no exista Tratado o 
Acuerdo enlre las partes, pues como es 
bien sabido, la Ley de enjuiciamjento 
Civil e ta blece en su artículado una se­
rie de posibilidades en orden de prela­
ción. 

Las sentencias eXlranjeras se reco­
nocerán en los ténninos establecidos en 
"Tratados especiales", caso de que és­
tos se hayan celebrado. Si no sucede 
así, el artículo 952 (42) Y 953 (") utili za 
el mecanismo de la reciprocidad para 
el reconocim iento de sentencias ex­
tranjeras. Si tampoco es posible hacer 
uso de este instrumento, el legislador 
prevé como último recu rso el cum­
plimiento de una serie de condiciones 
para aceptar este tipo de sentencias (el 
llamado procedimiento de execuatu r) 
(44). 

De todo lo expuesto, se deduce, 
además del carácter subsidiario del ar­
tículo 954, la incorrección del legisla­
dor al remitir el "ajuste al Derecho del 
Estado" a un cauce inapropiado. 

c) El artículo 955 (") de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil , confinna que el 
Tribunal competente para conocer del 
juicio de execuatur es el Tribunal Su­
premo. No obstan te, en eSle mismo 
precepto, se admite la excepción de 
otorgar la competencia a otro Tribunal. 
En nuestro caso, el legislador ordinario 
ha otorgado la compelencia a los Tri­
bunales de Familia o Primera Instan­
cia. Sin embargo, para que eslo ocurra, 
es necesario que el Tratado expresa­
mente lo reconozca, ciJcunstancia que 
el Acuerdo Jurídico no contempla. 

d) El execuatur, sólo admite senten­
cias extranjeras. Esta naturaleza impe­
diría conocer de las resoluciones sobre 
matrimonio rato y no consumado, pues­
to Que los cánones 1705 (46) Y 1706 ('7) 

del Código de Derecho Canónico, al 
referirse ambos a este proceso, uti lizan 
para declarar la disolución unas deci­
siones administrativas (re criptos de 
dispensa), que nada tiene que ver con 
la naturaleza jurisdiccional de las sen­
tencias. 

e) La disposición adicional segunda 
de la ley 30/198 1 de 7 julio omite cual­
quier referencia al artículo 954 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil ('8). Esta 
omisión, quizás, pone de manifiesto la 
falla de voluntad del legislador al no 
expresar claramente cómo se debe lIe-



val' a cabo la homologación de las reso­
luciones condicionándolas a la obser­
vancia de lo previsto en este artículo. 

Según se ha podido observar, las 
críticas apuntadas en contra del 
execuatur, ponen en entredicho la pro­
piedad de este proced imiento para dar 
respuesta al ajuste pretendido por el 
Acuerdo. Las razones ex puestas, son 
suficientes para cuestionar la validez 
de esta interpretación legal. Advirtien­
do, no obstante, que las refelidas quie­
bras son meramente formales. Para co­
nocer el alcance real de los inconve­
nientes ocasionados por el execuatur, 
es preciso averiguar el modo en el que 
cada uno de los requisitos del artículo 
954, condicionan la recepción de las 
resoluciones eclesiásticas. Los requisi­
tos establecidos por el mencionado ar­
tícu�o son cuatro. 

En primer lugar, se ex ige que "la 
ejecutoria haya sido dictada a conse­
cuencia del ejercicio de una acción per­
sonal". Aunque a simple vi sta esta ex i­
gencia no plantea problemas, lo cieno 
es que éstos aparecen cuando las re 0-

luciones se hayan adoptado por el ejer­
cicio de la acción de un tercero (49). Esto 
significa que existen resoluciones que 
no podrán ser ajustadas al Derecho del 
Estado, careciendo de eficacia jurídica 

. en nuestro ordenamiento. Por consi­
guiente, al ser la recepción parcial y no 
general como parece desprenderse del 
Acuerdo, el mantenimiento de esta 
condición evidencia, nuevanlente, la ini ­
doneidad del presente procedimiento. 

En segundo lugar, las decisiones no 
deben haber "sido dictadas en rebeldía". 
En el hipotético caso de que ésta se 
produzca, la resolución canónica que 
se dicte no podrá ser susceptible de 
aj uste, por lo que esta circunstancia se 
convierte en una inmejorable fuente de 
fraudes y abusos. La parte interesada 
en paralizar los efectos civiles de la re­
solución canónica, sólo tiene que con­
seguir la declaración de rebeldía para 
alcanzar este objetivo (lO) . 

Como se podrá comprender, la exi­
gencia legal no puede acarrear resulta-

dos más injustos. Por ello, las conse­
cuencias antes apuntadas han ob ligado 
a lajurispnldencia a suavizar el signifi­
cado de esta condición a fin de impedir 
importantes quebrantos jurídicos. 

En tercer lugar, se requiere que " la 
obligación para cuyo cumplimienro se 
haya procedido sea lícita en E paña". 
Las repercusiones de esta exigencia en 
el reconocimiento de resoluciones ca­
nónicas, se deben exam inar en un do­
ble aspeclo. 

En un sentido amplio, se ha de com­
probar si la nulidad canónica, a í como 
su disolución es "Iícila en España". La 
respuesta a esta primera cuestión es, sin 
duda, afirmativa. En nuestro orden ju­
rídico intemo, ambas pretensiones, tartm 
la nulidad como la disolución del ma­
trimonio, están plenamente admitidas. 

En un senrido más preciso, es nece­
sario abordar el modo en que esta con­
dición incide en la recepción efectiva 
de las resoluciones eclesiásticas. Esta 
cuestión, sin em bllrgo, presenta algu­
nos inconvenientes. Para un ampli o 
sector de la doctrina (5 1) , la licitud de la 
obligación se refiere solamente a la 
pretensión en sí misma considerada y 
no a las causas que la fu ndamentan. En 
contra de esta opinión, otros ('2), con­
sideran que la licitud dependerá de la 
correspondencill de los motivo canó­
nicos con los civiles. Esto quiere deci r 
que el Juez C.ivil investigará la coin­
cidencia de las causa para poder de­
clarar la licitud o il icitud de la preten­
sión. 

Esta posición, no obstante, admi te a 
su vez, varias in terpretaciones. La in­
vestigación del Juez Civil puede er bien 

. meramente material, o bien de fondo. 
En este último supuesto, el Juez no po­
drá conform arse con una mera 
constatación de la coincidencia, sino 
que ha de revisar el fondo de la resolu­
ción canónica. Esta rev i ión de fondo, 
de llevarse a cabo, exigiría una exces i­
va acomodación a la ley civi l, dejándo­
e sin efectividad el contenido de l 

Acuerdo, que una vez más, sería susti-
tuido por la norma estatal (53). 

Tribunales eclesiásticos. prevé ac­
tualmente la disposición adicional 
segunda de la ley 30/l98l. de 7 de 
jul io ... ". 

(") El ano 952 L.E.e.: "Si no hubiere 
Tratados especiules con la nación en 
que se hayan pronunciado, tendrán 
la misma fucrr..3 que en ella se diere 
a las ej cutorias dictadas en E pa­
ña", 

(") El 3rl. 953 L.E.e.: "Si la ejecu­
toria procediere de ulla nación en 
que por ju ri'prud encia no se dé 
cum plim iento a las dicladas por tos 
Tribunate españole , no lendd 
fuerza en España". 

(") El arl. 954 L.E.C.: "Si no 
estuviere en ninguno d.e lo caso de 
que hablan los lfCS anfcu los que an­
teceden ... ", 

(") Et arto 955 L.E.e.: "La ejecu­
ción de las sentencias pronunciadas 
en naciones extranjeras se pedirá 
ame el Tribunal Supremo. Se ex­
ceptúa el Caso en que. segú n los 
Tralados, corre ponda u conoci­
miento a otros Tribunalcs". 

("') El C. 1705.3: "S i en el re criplO 
de la Sede Apost61ica se declara que, 
por lo ded ucido ... ". 

(H) El C. 1706: "La sede apost61ica 
remi le el rescripto de di pensa al 
Obispo: y és te ... ". 

(") El texto se pronuncia en los si­
gu ientes términos: "aprecia que ia 
reso tuei6n e au téntica y ajustada al 
Derecho del Estado, acordará por 
auto la eficacia en el orden civil de 
la resoluci6n o decisi6n eclesillsli ­
ca, procediendo :1 su ejecución .... ·. 
S610 se hace referencia. como se 
puede ob.,e rvar. al ajuste al Derecho 
del Estado, omiliendo IOda atusión 
a las condiciones del artículo 954 de 
ta ley de Enjuiciamiento C ivil. 

(") El c. t674.adcmásde habililara 
los c6nyuges, fac ulla at promolor de 
juslicia para que pueda impugnar el 
marrimonio. 

("'J El Tribunal Consti lucional se ha 
visto obligado a mali7..ar este requi­
si to, dadas las indese<Jbles conse­
cuencias que su necesario cumpli­
miento trae consigo. La cmencia de 
15 de abril de 1986 afim,. que " la 
rebeldfa como posible causa para 
denegar el execlIíltur s610 pueda ad­
mirirse cuando la parte no hay sido 
debidamenle nOl ificada del proce­
dimiento seguido contra e lla o no 
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haya pod ido valer sus medio de 
defensa", 

(") Entre ot ros, vid. MARTíN DE 
AGA R, J.T., El mnlrilllOllio Clmó­
niL'n en el Derecho cil'i! espoliol, 
Pamplona, 1985, pág. 179; M UÑOZ 
SABATE, L., E/ proceso matrimo­
I/ia/ , Barcelo na , 1981 , pág. 40; 
PE - A YAÑEZ, C .. Op. ci !., pág. 
367. 

(" ) Vid. MONTES REYES, A., E/ 
proceso nUlIrimOll ial ame los ¡,-ibu­
/fale.\' civiles. Snlam:mca, 1981. pág. 
204; JORDANO BAR EA, 1.. Op. 
ei!., pág. 34. 

(" ) Esta interpretación es de todo 
punto inaceplahle. La recepción por 
nuestro orde namiento de sentencias 
eclesiásLi cas sufriría un importante 
rCCOl1e. Piénsese, por ejc~lp l o, en 
las sentencias canónicas de nul idad, 
basadas en impedimentos de 
disparidad de cultos, orden sagrado 
o profesión religiosa. La homolo­
gación de esta sentenc ias, de se­
guirse esta interpretación, resultaría 
imposible. El mismo Tribunal Su­
premo. en una senLencia de 19 de 
marzo de 1986 ha descartado la po­
sibil idad de que los Jueces c iviles 
puedan revi sar e l fon do de las deci­
ione extranjeras, 

(") Entre o tros preceptos, cabe 
mencionar el an[culo 600 de la ley 
de Enjuiciamienlo Civil. En éSlc se 
en umcrn una serie de requ isitos para 
que un documento pueda ser admi­
tid en España. Algunas de las con­
diciones descriLas en el referido ar­
tículo son lils siguientes: 1,\1 Que el 
asunlo o materia del [Ieto o contra to 
ca líc ito y peml itido por las leyes 

de E paña. 2' Que lo otOrgantes 
tengan aptitud y capocidad legal para 
obligarse con a rreg lo a las leyes de 
su país, 3,Q Que en e l otorgamiento 
se hayan observado las Formas y so· 
Icmn idades establecidas en el país 

uonCJe ~I! nayall vt!nlrc:aoo lo,!; acto~ 
y contratos, 

(") Art. 9.3 CE: " La Constilllción 
garantizn el principio de lega lidad, 
lajerarqufil llormativa, la publicidad 
de las nomlas. la irretroactividad de 
las disposiciones sancionadoras no 
favorables o rcstricl-ivas de derechos 
individuales, la seguridad jurrdica, 
In responsabilidad y la interd icción 
de la arb itrariedad de los poderes 
ptíblicos·. 
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En cua lquier caso, este tercer requi­
sito, tal y como se acaba de ver, lampo­
co está exento de problemas. La ex is­
tencia de distintas interpretac iones (a l­
guna de ellas inaceptables), se explica 
por la falta de Concreción de esta obli­
gación, que impide confiar de nuevo a 
est.e procedimiento la homologación de 
resoluciones ecles iásticas. 

En cua.rto lugar, se exige "que la 
ejecutoria reúna los requ isitos necesa­
rios en la nación en que se haya dictado 
para ser considerada como auténtica, y 
los que las leyes españolas requieran 
para que haga fe en España". 

En realidad, este cuarto requisilo se 
divide a su vez en dos. El primero obli­
ga a la "ejecutoria", a cumplir con las 
ex.igencias de "la nación en que se haya 
dictado". El 'egundo, en cambio, insta 
a somelerse a " los que las leyes espa­
ñolas requieran". Respeclo a este últi­
mo, el procedimiento hace una clara 
remisión a la legislación procesal espa­
ñola (54). En lo concemiente al prime­
ro, resul ta ser un requ isito evidente. Lo 
menos que se le puede pedir a la "eje­
cu toria" de una nación extranjera, es 
que ésta e someta a su propia regula­
ción. Por tanto, la discusión, se presen­
ra en el instame en el que se haya de 
veri fica r si se ha respetado o no esa 
regulación. En principio, el Juez Civil 
debería ex.aminar la competencia del 
Tribunal que dictó la resolución, lo que 
supondría, además de tener que entrar 
en el fondo del asunto (con lo que esta­
ríamos ante el mismo problema plan­

reado en la cond lCtOn tercera), una 
intromisión harto dudosa en la jurisdic­
ción eclesiás rica. 

Analizadas las qu iebras de este pro­
cedimiento, se podría decir que, a tenor 
de todo lo expuesto, el execuatur es un 
cauce extraño y complejo para respon­
der al ajuste ordenado por el Acuerdo. 
AsimiSmO, es necesario añadir que a la 
improcedencia de este med io se le suma 
su pos ible inconst itucional idad. Esta 

afirmación está fundada, como se ha 
teni do la oportunidad de demostrar, en 
los numerosos problemas interpre­
tativos a los que da lugar el execuatur 
como medio para declarar el ajuste. 
Estos inconvenientes suponen un me­
noscabo del principio de seguridad ju­
rídica el), lo que acarrea lo posible 
inconstitucionalidad del procedimien-
10 elegido por el legislador estatal para 
satisfacer lo dispuesto en el tratado. 

Una vez examinada la problemát'ica 
presente en las relaciones entre Acuer­
do y Código Civ il , llega el momento de 
resolver las contradicciones ex istentes 
entre el contenido del tratado y de la 
ley, utilizando para ello los instrumen­
tos jurídicos propuestos: la supremacía 
jerárquica de los tratados y naturaleza 
"self execuling" de sus disposiciones. 

En lo referente al párrafo primero 
del Acuerdo, el artícu lo 63 "in fi ne" del 
Código Civi l, se debería considerar de­
rogado. Este artículo es contrario, como 
se ha visto, a otros preceptos del Códi­
go, la Constitución y el Acuerdo juríd i­
co, por lo que deben ser sustituidos por 
el contenido de éste último. Similar so­
lución, debe adoptarse, en lo que se re­
fiere al párrafo segundo del Acuerdo, 
respecto de los anículos 73.3 y 78 del 
Código Civil , estos quedarían igual­
mente derogados y reemplazados por 
lo preceptuado en el Tratado. 

Finalmente, en lo que concierne al 
procedimiento de execuatu r, las som­
bras de inconstitucionalidad unidas a la 
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ev idencian su notoria in val idez como 
medio a través del cual se pueda cum­
plir con lo establecido en el texto inter­
nacional. La única posibilidad de aca­
bar con todas estas irregularidades exi­
ge del legislador un nuevo cauce legal, 
completo y específico, que dentro del 
marco constitucional y la malograda 
regulación legal del matrimonio, res­
ponda satis facto riamente al compromi­
so adoptado en el Acuerdo Jurídico. 


